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PETICIÓN 12.119

INADMISIBILIDAD

ASOCIACIÓN DE JUBILADOS PETROLEROS DEL PERÚ -
ÁREA METROPOLITANA DE LIMA y CALLAO
PERÚ
12 de julio de 2010

I. RESUMEN

1. El 13 de noviembre de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o la “Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada por Francisco Carlos Rodríguez Salcedo (en adelante “el peticionario”), en nombre propio y a favor de Avelino Artemio Águila Chapilliquén, Luis Felipe Carrasco Mendoza, Juan Enrique Chambers Alzamora, Félix Falcón Canales, Ezequiel Gallarday Paredes, Renulfo Roncal Aliaga y Manuel Froilán Zapata More (en adelante “las presuntas víctimas”)
, en la cual se alega la responsabilidad de la República del Perú (en adelante "Perú", "el Estado peruano" o "el Estado") en vista de decisiones judiciales sobre acciones de amparo, en las cuales se les negó la aplicación de la Ley 25219. Esa ley permite a trabajadores de la empresa PETROPERÚ que cumplen ciertos requisitos a ser incorporados al régimen público de jubilación previsto en el Decreto Ley Nº 20530. El peticionario alegó que los tribunales peruanos interpretaron de forma equivocada los alcances de la referida Ley 25219, así como de otras leyes de carácter procesal, lo cual adujo implicar una violación de los derechos consagrados en los artículos 8, 17 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”).  
2. A su vez, el Estado señaló que la pretensión de las presuntas víctimas de que se les aplique la Ley 25219 no tiene asidero legal, por lo cual fue desestimada en todas las instancias judiciales a las que acudieron las presuntas víctimas. Sostuvo que los órganos de la jurisdicción interna actuaron en el marco de sus competencias y con respeto al debido proceso. Destacó que las acciones de amparo presentadas por las presuntas víctimas fueron rechazadas tanto por cuestiones de fondo como de forma, y que aquellas no impulsaron los medios impugnatorios previstos en la legislación interna para subsanar supuestas vulneraciones a las garantías judiciales. Por último, el Estado alegó que los hechos narrados por el peticionario no tienden a caracterizar una violación a derechos protegidos en la Convención Americana y solicitó que la petición fuese declarada inadmisible de conformidad con los artículos 47.b) y c) de dicho instrumento. 
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible de conformidad con los artículos 46.1.b) y 47.b) de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 13 de noviembre de 1998 la petición fue recibida por la CIDH, a la cual se asignó el número 12.119. El 25 de febrero de 1999 el peticionario presentó información adicional. El 23 de marzo de 1999 la CIDH transmitió las partes pertinentes de esa documentación al Estado y le otorgó un plazo de 90 días para que presentara observaciones, de conformidad con su Reglamento entonces vigente. 

5. El 27 de julio de 1999 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 13 de agosto del mismo año. El Estado presentó escritos adicionales el 3 de febrero, 20 de agosto y 26 de diciembre de 2000; 19 de marzo, 26 de septiembre, 6 de noviembre y 3 de diciembre de 2001. 

6. A su vez, el peticionario presentó comunicaciones adicionales el 1º de junio, 3 de mayo, 9 de julio, 4 de octubre, 5 y 24 de noviembre de 1999; 9 de febrero, 4 de marzo, 5 y 30 de mayo, 12 de octubre y 18 de diciembre de 2000; 15 de febrero, 14 de mayo, 16 de julio, 23 de agosto, 10 de septiembre y 2 de noviembre de 2001; 8 de abril de 2002; 27 de febrero, 26 de junio y 22 de septiembre de 2002; 17 de enero, 14 de abril, 26 de agosto, 17 de octubre y 1º de diciembre de 2003; 22 de abril, 2 de junio, 7 de julio, 10 y 26 de agosto y 3 de diciembre de 2004; 12 de julio, 8 de agosto, 6 de septiembre y 14 de septiembre de 2005; 8 de septiembre y 23 de octubre de 2006; 7 de agosto y 10 de noviembre de 2008; 20 de mayo, 12 de junio, 7 de agosto, 9 y 16 de noviembre, 2, 21 y 22 de diciembre de 2009; 17 de febrero y 14 de mayo de 2010.   

III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. El peticionario

7. Alegó que las presuntas víctimas eran trabajadoras de la empresa International Petroleum Company Limited, la cual fue expropiada el 9 de octubre de 1968 a través del Decreto Ley Nº 17066, y adquirió la razón social Empresa Petrolera Fiscal (EPF). Indicó que el 25 de julio de 1969, por fuerza de la Ley Nº 17753, las presuntas víctimas fueron asimiladas a la empresa Petróleos del Perú (PETROPERÚ), la cual pasó a denominarse Petróleos del Perú Sociedad Anónima a partir del 18 de diciembre de 1981, en virtud del Decreto Supremo Nº 034-81-EM-DGH. 

8. El peticionario afirmó que durante varios años las presuntas víctimas trabajaron en calidad de empleados públicos para las empresas EPF y PETROPERÚ, cumpliendo integralmente los requisitos pensionarios establecidos en la legislación entonces vigente
. Se indica que adquirieron jubilación a lo largo de las décadas de 1970 y 1980, siendo incorporados en su momento al régimen pensionario de los trabajadores de la iniciativa privada regulado por el Decreto Ley Nº 19990. El peticionario señaló que el 24 de mayo de 1990 el Congreso de la República promulgó la Ley 25219, cuyo artículo 1º establece lo siguiente:

Los trabajadores del Complejo Petrolero y similares de la actividad privada que fueron asimilados a PETROPERÚ ingresados hasta el 11 de julio de 1962, quedan incorporados al régimen de pensiones previstos (sic) por el Decreto Ley 20530 equiparándose así con las pensiones de los trabajadores jubilados provenientes de la ex Empresa Petrolera Fiscal
.

9. Afirmó que en vista del citado dispositivo, las presuntas víctimas solicitaron su incorporación al régimen pensionario especial cobijado por el Decreto Ley Nº 20530, lo cual fue denegado por la empresa PETROPERÚ. Indicó que el 3 de noviembre de 1992 catorce
 presuntas víctimas presentaron una acción de amparo ante el Decimocuarto Juzgado Civil de Lima, pidiendo que les fueran extendidos los efectos de la Ley 25219. Según lo informado, la acción de amparo fue desestimada en primera instancia, siendo esta decisión mantenida en apelación por la Sala Sexta Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima y mediante ejecutoria suprema de la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de 9 de enero de 1994, en la cual declaró improcedente un recurso de nulidad planteado por los accionantes.
10. El peticionario manifestó que las decisiones de los referidos órganos judiciales se fundamentaron en la falta de agotamiento de la vía administrativa previa y en la caducidad de la acción de amparo. Señaló, sin embargo, que el ordenamiento peruano y en particular la jurisprudencia de los tribunales superiores releva esos requisitos para las acciones de amparo en materia pensionaria.

11. El peticionario señaló que contra la ejecutoria de la Corte Suprema de Justicia de 9 de enero de 1994, las catorce presuntas víctimas presentaron un recurso extraordinario de casación, el cual fue elevado al Tribunal Constitucional el 7 de marzo del mismo año. Según lo alegado, el 22 de diciembre de 1998 el Tribunal Constitucional declaró infundado el recurso de casación, sosteniendo que la Ley 25219 se aplicaría solamente a los trabajadores en situación de actividad al momento de su entrada en vigor, el 1º de junio de 1990, y no así a los ex trabajadores que ya percibían pensiones bajo el alcance del Decreto Ley Nº 19990. Por otro lado, el Tribunal Constitucional fundamentó su decisión en que las catorce presuntas víctimas habían planteado su pretensión de forma simultánea en la vía laboral ordinaria, lo cual implicaría la improcedencia de la acción de amparo en los términos del artículo 6.3 de la Ley 23506. Según lo alegado, la sentencia del Tribunal Constitucional fue publicada en el diario oficial el 30 de julio de 1999.
12. El peticionario afirmó que la decisión del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1998 fue adoptada con un quórum de cuatro magistrados, debido a que los otros tres jueces habían sido destituidos de forma inconstitucional en mayo de 1997. Indicó que el artículo 201 de la Constitución Política del Perú establece que el Tribunal Constitucional debe estar conformado por siete magistrados y concluyó que la sentencia de 22 de diciembre de 1998 es nula.  Agregó que los cuatro magistrados del Tribunal Constitucional buscaron favorecer al gobierno de turno y a la demandada PETROPERÚ. Sostuvo que durante el gobierno de Alberto Fujimori el Poder Judicial peruano carecía de independencia y que los integrantes de los tribunales superiores actuaban de forma parcializada. Indicó que a partir de finales del año 2000, en el contexto de transición a la democracia, envió una serie de comunicaciones al Tribunal Constitucional, requiriendo la revisión de la sentencia de 22 de diciembre de 1998
. No obra en el expediente información sobre la eventual respuesta a las comunicaciones del peticionario por parte del Tribunal Constitucional. 

13. En cuanto a la desestimación de la acción de amparo en virtud de la presentación simultánea de una acción laboral ordinaria, el peticionario sostuvo que el Tribunal Constitucional invocó e interpretó de forma equivocada el artículo 6.3 de la Ley de Amparo y Habeas Corpus (Ley 23506). Al respecto, señaló que:

Nuestras personas en el mes de octubre de 1994 interpusieron reclamaciones laborales individuales, por ante el Fuero de Trabajo, conforme al procedimiento especial […] cuyas materias son completamente ajenas a cualquier tópico sobre violaciones constitucionales, propias de la vía de amparo.

[…]

Nuestras partes en tal sentido precisan, que el Tribunal […] Constitucional ha invocado una Ley supuestamente aplicable, como lo es el inciso 3º del Art. 6º de la Ley Nº 23506 – Ley de Hábeas Corpus y Amparo-. En tal coyuntura procesal, los miembros del expresado tribunal, habrían incurrido en el delito [de] prevaricato de jueces
. 

14. El peticionario adujo que la interpretación del Tribunal Constitucional en la sentencia de 22 de diciembre de 1998, en el sentido de que la Ley 25219 solo se aplica a los trabajadores activos al momento de su promulgación, implica una diferencia de trato arbitrario en perjuicio de las presuntas víctimas en su calidad de ex trabajadores en retiro. Alegó que a otros ex trabajadores de PETROPERÚ en situación presuntamente homóloga, los tribunales peruanos habrían ordenado su inclusión en el sistema pensionario previsto en el Decreto Ley Nº 20530
. Concluyó que lo anterior resulta en una violación al derecho previsto en el artículo 24 de la Convención Americana. El peticionario manifestó que la decisión del Tribunal Constitucional produjo una lesión patrimonial a las presuntas víctimas, cuyos efectos se extendieron a sus familiares. Señaló que esa situación resulta en la violación del derecho consagrado en el artículo 17 de la Convención.

15. Mediante comunicación recibida el 30 de mayo de 2000, el peticionario solicitó la inclusión como presuntas víctimas de otros treinta y un miembros de la Asociación de Jubilados Petroleros del Perú – Área Metropolitana de Lima y Callao. Señaló que dentro de este grupo de personas, veintidós
 presentaron una acción de amparo el 12 de noviembre de 1992, requiriendo la aplicación de la Ley Nº 25219 del 24 de mayo de 1990 en su favor. El 4 de mayo de 1993 las nueve
 presuntas víctimas restantes interpusieron una acción de amparo en la que plantearon la misma pretensión. 

16. Según lo alegado, la acción de amparo interpuesta el 12 de noviembre de 1992 fue desestimada el 16 de marzo de 1993 y el recurso de apelación respectivo fue rechazado el 18 de marzo de 1994 por la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Lima. Se aduce que la acción de amparo interpuesta el 4 de mayo de 1993 fue declarada infundada en primera instancia el 4 de enero de 1994, siendo esa decisión confirmada por la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima el 10 de mayo de 1995. Con relación a esas dos acciones de amparo, el peticionario afirmó que

[N]o se agotó (sic) las instancias correspondientes ante la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema por economía procesal, y debido a que ésta Sala ya se había pronunciado en sentido negativo el 19 de enero de 1994 contra nuestra Primera Acción de Amparo…

Si la Corte Suprema había sentenciado que nuestra primera acción de amparo era improcedente, obviamente la misma Corte Suprema estaba obligada a sentenciar la segunda y tercera acción de amparo, como improcedentes […]. Ante estos hechos indignantes e injustos, no tenía objeto que apeláramos a la Corte Suprema por la (sic) sentencias de la segunda y tercera acción de amparo
.

17. Por último, el peticionario describió y adjuntó copias de una serie de leyes y decretos en materia de derecho pensionario adoptados entre 1850 y 1970
, que en su juicio demuestran el derecho de las presuntas víctimas a ser incorporadas al régimen de jubilación establecido en el Decreto Ley Nº 20530. Sostuvo que los tribunales que conocieron las acciones de amparo interpuestas por las presuntas víctimas obviaron tales disposiciones legales. 

B. El Estado 

18. Afirmó que las presuntas víctimas son todas ex trabajadoras de International Petroleum Company, asimiladas a Empresa Petrolera Fiscal y posteriormente a PETROPERÚ, quienes al jubilarse fueron comprendidas en el régimen pensionario del Decreto Ley Nº 19990, percibiendo de forma normal y regular sus correspondientes previsiones. Indicó que al día siguiente de la publicación de la Ley 25219 en el Diario Oficial, solicitaron su inclusión en los alcances de la misma, lo que fue negado por PETROPERÚ. Señaló que el 3 de noviembre de 1992, a los dos años de haber sido notificados por PETROPERÚ, un primer grupo de catorce presuntas víctimas presentó una acción de amparo ante el Decimocuarto Juzgado Civil de Lima. El Estado formuló una narración similar a la de los peticionarios respecto a las decisiones adoptadas por el Decimocuarto Juzgado y Sala Civil de Lima, Corte Suprema de Justicia y Tribunal Constitucional en torno a dicha acción de amparo.

19. El Estado sostuvo que la Ley 25219 tiene naturaleza extraordinaria y su aplicación se limita a los trabajadores que i) se encontraban en situación de actividad en la empresa PETROPERÚ al 1º de junio de 1990, fecha de entrada en vigor de la ley; ii) hubiesen ingresado al Complejo Petrolero con anterioridad a 12 de julio de 1962 y iii) hubiesen sido asimilados a PETROPERÚ con motivo de la expropiación de los bienes de International Petroleum Company en 1969. Según lo alegado, ninguna de las presuntas víctimas cumple integralmente con los requisitos de la Ley 25219, sobre todo porque al 1º de junio de 1990 ya gozaban de un régimen pensionario constituido y declarado conforme al Decreto Ley Nº 19990.

20. El Estado afirmó que el Decreto Ley Nº 20530 es exclusivo a servidores sujetos a la modalidad laboral de la actividad pública y que hayan aportado al mismo. Destacó que las presuntas víctimas son ex trabajadoras de PETROPERÚ S.A., cuyo régimen laboral es de la actividad privada y señaló que aquellas jamás han contribuido al sistema previsional del Decreto Ley Nº 20530. Concluyó que el pedido de inclusión de las presuntas víctimas al referido sistema previsional público no tiene asidero en la legislación interna.   

21. El Estado alegó que la resolución desfavorable de las acciones de amparo interpuestas por las presuntas víctimas no implica una transgresión a derechos protegidos en la Convención Americana. Afirmó que aquellas tuvieron libre acceso a las instancias judiciales internas, las cuales actuaron en el marco de sus competencias y en aplicación de las leyes pertinentes. Con relación a las alegaciones acerca de una presunta vulneración del derecho a las garantías judiciales, el Estado sostuvo que las presuntas víctimas no impugnaron la falta de imparcialidad e independencia de los tribunales o jueces que conocieron las acciones de amparo. Destacó que aquellas no hicieron uso de los recursos previstos en la legislación interna, tales como el proceso de nulidad de cosa juzgada fraudulenta o acción de amparo para salvaguardar el debido proceso. 

22. En cuanto a la alegación de que la sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1998 sería nula por haber sido adoptada por cuatro de los siete magistrados, el Estado señaló que el artículo 201 de la Constitución peruana no especifica el quórum para decidir sobre recursos de casación en procesos de amparo. Sin embargo, indicó que el artículo 4º de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional establece que el mismo “resuelve y adopta acuerdos por mayoría simple de votos emitidos, salvo para resolver la inadmisibilidad de la demanda de inconstitucionalidad o para dictar sentencia que declare la inconstitucionalidad de una norma […], casos en los que exigen seis votos conformes.“

23. Con relación a las cartas enviadas al Tribunal Constitucional por el señor Francisco Carlos Rodríguez Salcedo pidiendo la revisión de la sentencia de 22 de diciembre de 1998, el Estado afirmó que el artículo 59 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional establece que “contra las resoluciones del Tribunal no cabe recurso alguno…” 

24. Con relación al segundo y tercer grupo de presuntas víctimas, quienes presentaron acciones de amparo el 12 de noviembre de 1992 y el 4 de mayo de 1993, el Estado alegó que las sentencias de las Salas Tercera y Cuarta Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima no fueron impugnadas mediante recurso de nulidad ante la Corte Suprema de Justicia. En este sentido, afirmó que las desestimaciones de ambas acciones de amparo quedaron consentidas entre 1994 y 1995.  

25. El Estado describió decisiones judiciales de tribunales superiores rechazando acciones de amparo cuya pretensión y situación fáctica de los accionantes adujo ser idénticas a la de las presuntas víctimas. Finalmente, alegó que los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar violaciones a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH la declare inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) y c) del referido instrumento. 

IV. ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
26. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto a quienes el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.

27. La Comisión tiene competencia ratione materiae y ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

28. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

B. Agotamiento de los recursos internos
29. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. La presente petición se refiere a tres acciones de amparo presentadas de forma separada contra la empresa PETROPERÚ y el Ministerio de Energía y Minas, por grupos de catorce, veintidós y nueve presuntas víctimas, en las cuales requirieron que se les aplicara la Ley 25219. 
30. Según lo alegado por las partes, la acción de amparo presentada por el primer grupo de catorce presuntas víctimas
 fue denegada en última instancia por el Tribunal Constitucional el 22 de diciembre de 1998, siendo esa sentencia publicada en el Diario Oficial El Peruano el 30 de junio de 1999. A su vez, las acciones de amparo presentadas por los grupos de veintidós
 y nueve
 presuntas víctimas fueron desestimadas por la Tercera y Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, el 18 de marzo de 1994 y el 10 de mayo de 1995, respectivamente, sin que los accionantes hubiesen presentado recursos de nulidad o extraordinario de casación posteriormente.
31. La Comisión observa que la cuestión principal planteada ante esta instancia internacional, consistente en la supuesta aplicabilidad de la Ley 25219 a las presuntas víctimas, fue planteada ante la jurisdicción interna y decidida de forma definitiva por el Tribunal Constitucional en el primer caso. En los otros dos casos las acciones de amparo fueron desestimadas en primera y segunda instancias, ante lo cual las presuntas víctimas consideraron ser innecesaria la interposición de recursos adicionales, toda vez que la Corte Suprema de Justicia y el Tribunal Constitucional ya se habían pronunciado de forma desfavorable sobre la misma cuestión y en circunstancias idénticas. El Estado observó que dichas personas no agotaron los recursos de nulidad y extraordinario de casación, pero no respondió a lo sostenido por el peticionario en el sentido de que los tribunales superiores ya habían fijado su postura en circunstancias iguales a la de los dos grupos de presuntas víctimas. Bajo estas circunstancias, la Comisión considera que los recursos de la jurisdicción interna se encuentran agotados según los requerimientos del artículo 46.1.a) de la Convención Americana. 
C.
Plazo de presentación
32. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible es necesario que haya sido presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
33. Conforme señalado en los párrafos 30 y 31 supra, los recursos internos fueron agotados por el primer grupo de catorce presuntas víctimas el 30 de junio de 1999, con posterioridad a la fecha de presentación de la petición ante la CIDH. En ese sentido, el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana se encuentra intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos, encontrándose satisfecho.
34. Con relación a los grupos de veintidós y nueve presuntas víctimas cuyas acciones de amparo fueron desestimadas en segunda instancia por la Corte Superior de Justicia de Lima el 18 de marzo de 1994 y el 10 de mayo de 1995, el peticionario afirmó que aquellas no presentaron recursos adicionales, por lo cual las respectivas decisiones en grado de apelación quedaron ejecutoriadas. Dado que la presente petición fue presentada el 13 de noviembre de 1998, la CIDH concluye que la misma es inadmisible, en virtud del artículo 46.1.b) de la Convención, con relación a los referidos grupos de presuntas víctimas, señores José Andrés Alegría Schiaffino, José Bahamonde Infantas, Julio Cárdenas Rivera, Pablo Cock Fonseca, Víctor Cuyubamba Chuquirachi, Juan Delgado Vergara, Raúl Francisco Espinosa Sánchez, Ángel Pastor García Chiri, Manuel Arcángel Horna Aguinaga, Víctor La Rosa Vega, Guillermo Otoya Checkley, Benigno Oviedo Atocha, Antero Ramón Palacios Rivas, Francisco Aurelio Pérez Hernández, Juan Pescio Ramos, José Domingo Ponce Cruz, Carlos Roca López, Buenaventura Saavedra Vizcarra, Eduardo Sarmiento Gonzáles, Eugenio Torres Núñez, Manuel Val Mendoza y Pedro Leonel Vásquez Zapata, cuya acción de amparo fue desestimada en última instancia el 18 de marzo de 1994; y Segundo Alberto Acuña Vertiz, Luis Fransisco Burranca Pereda, Carlos Alfonso Damiani Damiani, Manuel José Dioses Vásquez, Manuel Vicente Dulanto García, Oscar Prieto Bardales, Victoria Rosa Sayán de Pajares, José Solórzano Vega y Juan Vives Morillas, cuya acción de amparo fue desestimada en última instancia el 10 de mayo de 1995.  
D.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada
35. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional.  En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos
36. El artículo 47.b) de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención. Antes de analizar si la presente petición satisface lo establecido en la referida disposición convencional, la CIDH estima necesario referirse al objeto del reclamo traído a su conocimiento el 13 de noviembre de 1998 a la luz de las alegaciones de las partes.
37. En el reclamo original, el peticionario alegó que la Corte Superior de Justicia de Lima y la Corte Suprema de Justicia habían desestimado la acción de amparo presentada por las presuntas víctimas el 3 de noviembre de 1992, con criterios que afrontarían las normas procesales internas. Por otro lado, afirmó que el Tribunal Constitucional venía tardando más de tres años para decidir sobre un recurso de casación. Tras la decisión definitiva del proceso de amparo, mediante resolución del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1998, el peticionario alegó tres situaciones distintas: i) una alegada falta de independencia e imparcialidad de los tribunales y magistrados que conocieron la acción de amparo; ii) una supuesta irregularidad en la sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1998, debido a que solamente cuatro magistrados participaron de la decisión y iii) una presunta aplicación equivocada de legislación interna por parte del Tribunal Constitucional.
38. Con relación al punto i), el peticionario mencionó que durante el gobierno de Alberto Fujimori el Poder Judicial peruano, y en particular los tribunales superiores, actuaban con absoluta subordinación al Poder Ejecutivo. La CIDH observa que tales alegaciones son genéricas y no han sido suficientemente explicadas o vinculadas al caso específico en aras de entender el potencial impacto en la acción interpuesta por las presuntas víctimas; por lo cual no tienden a caracterizar la violación a derechos consagrados en la Convención. En cuanto al punto ii), la CIDH no cuenta con información sobre las medidas impulsadas por las presuntas víctimas con el fin de cuestionar el quórum de magistrados del Tribunal Constitucional que conocieron el respectivo recurso extraordinario de casación. Por otro lado, los elementos de juicio presentados por las partes no permiten evaluar prima facie si el quórum que participó en la sentencia de 22 de diciembre de 1998 sería incompatible con la legislación interna y, por ende, caracterizaría una posible violación del derecho previsto en el artículo 8.1 de la Convención.
39. En cuanto al punto iii) señalado en el párrafo 37 supra, el peticionario describió y adjuntó la copia de una serie de leyes y decretos en materia de derecho pensionario que en su juicio no fueron considerados por el Tribunal Constitucional y que demostrarían el derecho de las presuntas víctimas a ser incorporadas al régimen previsional establecido en el Decreto Ley No. 20530. Sobre este particular, la CIDH destaca que la acción de amparo interpuesta por las presuntas víctimas el 3 de noviembre de 1992 tenía el propósito de dejar sin efecto las cartas cursadas por la empresa PETROPERÚ a las presuntas víctimas, en las que les negaba la aplicación de la Ley 25219, promulgada el 24 de mayo de 1990. De la lectura de la sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1998, se desprende que el referido tribunal se limitó a analizar si las presuntas víctimas se encontraban cobijadas por la Ley 25219, además de aseverar que la acción de amparo incurría en una causal de improcedencia en los términos del artículo 6.3 de la Ley 23506. En lo pertinente, el Tribunal Constitucional señaló lo siguiente: 
[L]os demandantes pretenden que se les incluya en los goces y beneficios que concede la Ley Nº 25219, a efectos de que se les equipare jubilatoria o pensionariamente en los goces y beneficios de los trabajadores jubilados de la ex Empresa Petrolera Fiscal, y se disponga la acumulación de los servicios que prestaron al complejo petrolero y similares, a los ya reconocidos por la empresa estatal Petróleos del Perú S.A. – Petroperú S.A., con arreglo a las normas pensionarias del Decreto Ley Nº 20530.
[…]

[L]a referida norma [Ley 25219] establecía en su artículo 2º que el aporte correspondiente al Fondo de Pensiones se determinaría previa deducción de los efectuados al régimen del Decreto Ley Nº 19990, con lo cual busca resaltar que esta incorporación sólo podría hacerse efectiva a un trabajador en actividad, que estuviera cumpliendo con los aportes correspondientes a este régimen; consecuentemente no podría ser aplicable a los demandantes, toda vez que por ser ex trabajadores que se encuentran gozando su pensión, es imposible que estos pudieran realizar los aportes a que hace referencia el referido artículo.
[…]
Que se encuentra acreditado en autos […] que los demandantes han recurrido a la vía ordinaria y que se encuentran en trámite los procesos de otorgamiento de pensión y beneficios sociales, por lo que es de aplicación el inciso 3) del artículo 6º de la Ley Nº 23506
.
40.  Aún cuando el peticionario sostuvo que el Tribunal Constitucional obvió un presunto derecho de las presuntas víctimas a ser cobijadas al sistema pensionario del Decreto Ley No. 20530, la CIDH observa que la acción de amparo decidida en última instancia el 22 de diciembre de 1998 no tenía el propósito de constituir derechos pensionarios de forma directa, sino discutir la aplicación de la Ley 25219 a las presuntas víctimas. Si bien el peticionario indicó que las presuntas víctimas presentaron acciones laborales ordinarias a partir del año 1994, no detalló los resultados obtenidos en esa vía judicial e indicó que fue a través de la acción de amparo, y no la ordinaria laboral, que las presuntas víctimas agotaron los recursos internos a los efectos de admisibilidad de la denuncia ante la CIDH.
41. El peticionario alegó que en la sentencia de 22 de diciembre de 1998 el Tribunal Constitucional interpretó de forma equivocada el alcance de la Ley 25219 y aplicó indebidamente la causal de desestimación de la acción de amparo prevista en el artículo 6.3 de la Ley 23506. Sobre tales alegaciones, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales internas en la interpretación del alcance de las normas de derecho procesal y material aplicables
. La CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.  
42. En el marco del sistema de peticiones previsto en el artículo 44 de la Convención Americana, la CIDH es competente para analizar la compatibilidad de leyes, políticas o prácticas con los derechos de una persona bajo el referido instrumento internacional. Sin embargo, en la presente petición la cuestión presentada, en primer lugar en la jurisdicción interna y posteriormente ante la CIDH, se centra en el ámbito de aplicación de la Ley 25219 a la luz del marco normativo peruano. El peticionario no ha explicado por qué la decisión del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1998 sobre el ámbito de aplicación de la referida ley sería incompatible con los estándares de la Convención Americana. Por otro lado, sus alegatos en relación con el derecho de protección a la familia se refieren a las eventuales consecuencias de la decisión sobre la inaplicabilidad de la Ley 25219 a las presuntas víctimas. En ausencia de elementos que indiquen de qué manera dicha decisión habría producido una posible vulneración al artículo 17 de la Convención Americana, la CIDH considera que tales extremos no satisfacen el requisito previsto en el artículo 47.b) del mismo instrumento. 
43. En cuanto a las alegaciones de que otros ex trabajadores de PETROPERÚ habrían sido cobijados por la Ley 25219, la CIDH no cuenta con información suficiente para establecer si la situación fáctica de tales ex trabajadores era homóloga a la de las presuntas víctimas, si su alegada incorporación a los alcances de la Ley 25219 se derivó de decisiones adoptadas por el Tribunal Constitucional con criterios contradictorios al aplicado a las presuntas víctimas, o si sus reclamos coincidían en cuanto a la vía procesal invocada y los requisitos de forma aplicables, tales como el establecido en el artículo 6.3 de la Ley 23506.
44. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que las alegaciones y elementos de hecho aportados por el peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b) de dicho instrumento.    
V. CONCLUSIONES
45. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con los artículos 46.1.b) y 47.b) de la Convención Americana, y en consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición, en los términos del párrafo 34 supra, en virtud del artículo 46.1.b) de la Convención Americana, con relación a las presuntas víctimas José Andrés Alegría Schiaffino, José Bahamonde Infantas, Julio Cárdenas Rivera, Pablo Cock Fonseca, Víctor Cuyubamba Chuquirachi, Juan Delgado Vergara, Raúl Francisco Espinosa Sánchez, Ángel Pastor García Chiri, Manuel Arcángel Horna Aguinaga, Víctor La Rosa Vega, Guillermo Otoya Checkley, Benigno Oviedo Atocha, Antero Ramón Palacios Rivas, Francisco Aurelio Pérez Hernández, Juan Pescio Ramos, José Domingo Ponce Cruz, Carlos Roca López, Buenaventura Saavedra Vizcarra, Eduardo Sarmiento Gonzáles, Eugenio Torres Núñez, Manuel Val Mendoza, Pedro Leonel Vásquez Zapata, Segundo Alberto Acuña Vertiz, Luis Francisco Burranca Pereda, Carlos Alfonso Damiani Damiani, Manuel José Dioses Vásquez, Manuel Vicente Dulanto García, Oscar Prieto Bardales, Victoria Rosa Sayán de Pajares, José Solórzano Vega y Juan Vives Morillas.  
2. Declarar inadmisible la presente petición, en cuanto a las presuntas víctimas restantes, por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana.
3. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

4. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sergio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión.

El que suscribe, Santiago A. Canton, en su carácter de Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 47 del Reglamento de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de la CIDH.

Santiago A. Canton

Secretario Ejecutivo
� El 25 de febrero de 1999 el señor José Andrés Alegría Schiaffino, entonces presidente de la Asociación de Jubilados Petroleros del Perú – Área Metropolitana de Lima y Callao, solicitó que las siguientes personas fuesen incorporadas como presuntas víctimas: Raúl Aranibar Larrain, Jorge Juan Bouverie Miró, Juan Francisco Guillón Escalante, Manuel María Montero Suárez, Julio César Prado Manrique y Humberto Arcadio Collantes Calvo. Mediante comunicación recibida el 30 de mayo de 2000, el peticionario, señor Francisco Carlos Rodríguez Salcedo, solicitó la incorporación de las siguientes personas como presuntas víctimas: José Andrés Alegría Schiaffino, José Bahamonde Infantas, Julio Cárdenas Rivera, Pablo Cock Fonseca, Víctor Cuyubamba Chuquirachi, Juan Delgado Vergara, Raúl Francisco Espinosa Sánchez, Ángel Pastor García Chiri, Manuel Arcángel Horna Aguinaga, Víctor La Rosa Vega, Guillermo Otoya Checkley, Benigno Oviedo Atocha, Antero Ramón Palacios Rivas, Francisco Aurelio Pérez Hernández, Juan Pescio Ramos, José Domingo Ponce Cruz, Carlos Roca López, Buenaventura Saavedra Vizcarra, Eduardo Sarmiento Gonzáles, Eugenio Torres Núñez, Manuel Val Mendoza, Pedro Leonel Vásquez Zapata, Segundo Alberto Acuña Vertiz, Luis Fransisco Burranca Pereda, Carlos Alfonso Damiani Damiani, Manuel José Dioses Vásquez, Manuel Vicente Dulanto García, Oscar Prieto Bardales, Victoria Rosa Sayán de Pajares, José Solórzano Vega y Juan Vives Morillas. Según lo alegado, las 45 presuntas víctimas son todas integrantes de la Asociación de Jubilados Petroleros del Perú – Área Metropolitana de Lima y Callao.


� El peticionario refiere que las presuntas víctimas habrían cumplido los requisitos contemplados en las siguientes leyes: Ley General de 1850, Ley Nº 8435 de 1936, Decreto Ley Nº 11377 de 1950, Decreto Ley Nº 14473 de 1963 y el Decreto Ley Nº 20530.


� Comunicación del peticionario recibida el 4 de octubre de 1999, anexo 11, Diario Oficial El Peruano de 31 de mayo de 1990, Ley Nº 25219, promulgada el 24 de mayo de 1990.


� Tales personas son Manuel María Montero Suárez, Avelino Artemio Águila Chapilliquen, Raúl Aranibar Larrain, Jorge Juan Bouverie Miró, Luis Felipe Carrasco Mendoza, Humberto Arcadio Collantes Calvo, Juan Enrique Chambers Alzamora, Félix Falcón Canales, Ezequiel Gallarday Paredes, Juan Francisco Guillón Escalante, Renulfo Roncal Aliaga, Julio César Prado Manrique, Manuel Froilán Zapata More y Francisco Carlos Rodríguez Salcedo. 


� En comunicación recibida el 14 de mayo de 2001 el peticionario adjuntó la copia de comunicaciones dirigidas al Tribunal Constitucional. Esas comunicaciones fueron presentadas en nombre propio por el señor Francisco Carlos Rodríguez Salcedo y tienen fecha 29 de diciembre de 2000, 30 de marzo y 30 de abril de 2001, y requieren la nulidad de la sentencia de 22 de diciembre de 1998, así como la asignación de nueva fecha para la vista de la causa.  


� Comunicación del peticionario recibida el 4 de octubre de 1999. párrafo 9.14.


� En diferentes escritos presentados a la CIDH el peticionario describió resoluciones judiciales en el marco de acciones de amparo, contencioso administrativo, ordinario laboral o decisiones administrativas, en las cuales se habría aplicado la Ley 25219 a trabajadores en situación alegadamente homóloga a la de las presuntas víctimas. 


� Tales personas son José Andrés Alegría Schiaffino, José Bahamonde Infantas, Julio Cárdenas Rivera, Pablo Cock Fonseca, Víctor Cuyubamba Chuquirachi, Juan Delgado Vergara, Raúl Francisco Espinosa Sánchez, Ángel Pastor García Chiri, Manuel Arcángel Horna Aguinaga, Víctor La Rosa Vega, Guillermo Otoya Checkley, Benigno Oviedo Atocha, Antero Ramón Palacios Rivas, Francisco Aurelio Pérez Hernández, Juan Pescio Ramos, José Domingo Ponce Cruz, Carlos Roca López, Buenaventura Saavedra Vizcarra, Eduardo Sarmiento Gonzáles, Eugenio Torres Núñez, Manuel Val Mendoza y Pedro Leonel Vásquez Zapata.


� Tales personas son Segundo Alberto Acuña Vertiz, Luis Fransisco Burranca Pereda, Carlos Alfonso Damiani Damiani, Manuel José Dioses Vásquez, Manuel Vicente Dulanto García, Oscar Prieto Bardales, Victoria Rosa Sayán de Pajares, José Solórzano Vega y Juan Vives Morillas.


� Comunicación del peticionario recibida el 30 de mayo de 2000, página 11.


� Comunicación del peticionario recibida el 12 de octubre de 2000, página 10.


� Entre los dispositivos legales adjuntados y referidos por el peticionario se encuentran los siguientes: Ley General de Jubilación y Cesantías de Empleados Públicos de enero de 1850, Ley Nº 8435 de julio de 1936, Decreto Ley Nº 11377 de mayo de 1950, Ley Nº 11725 de enero de 1952, Decreto Ley Nº 14473 de mayo de 1963, Ley Nº 16674 de julio de 1967, Decreto Ley Nº 17066 de octubre de 1968, Decreto Ley Nº 17753 de julio de 1969, Decreto Ley Nº 17995 de noviembre de 1969, Decreto Ley Nº 18664 de diciembre de 1970, Decreto Ley Nº 20530 de febrero de 1974, Decreto Legislativo Nº 43 de marzo de 1981, Decreto Supremo Nº 009-81EM/SG de mayo de 1981 y Decreto Supremo Nº 034-81-EM/DGH de diciembre de 1981. 


� Véase supra nota 4. 


� Véase supra nota 8.  


� Véase supra nota 9.


� Comunicación de los peticionarios recibida el 9 de julio de 1999, anexos, Sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de diciembre de 1998, notificada el 11 de junio de 1999, expediente Nº 027-95-AA/TC, fundamentos 5 y 7.   


� CIDH, Informe Nº 27/07, Petición 12.217, Perú, José Antonio Aguilar Angeletti, 9 de marzo de 2007, párrs. 41 y 43; e Informe Nº 39/05, Petición 792-01, Perú, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre, 9 de marzo de 2005, párrs. 52 y 54.


� CIDH, Informe Nº 45/04, Petición 369-01, Perú, Luis Guillermo Bedoya de Vivanco, 13 de octubre de 2004, párr. 41; Informe Nº 16/03, Petición 346-01, Ecuador, Edison Rodrigo Toledo Echeverría, 20 de febrero de 2003, párr. 38; Informe Nº 122/01, Petición 15-00, Argentina, Wilma Rosa Posadas, 10 de octubre de 2001, párr. 10; e Informe Nº 39/96, Caso 11.673, Argentina, Santiago Marzioni, 15 de octubre de 1996, párr. 71.
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